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TRASLADO EXCEPCIONES 

Bogotá, D.C., abril 06 de 2021

La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso de las
facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 1437 de 2011,
modificado por el artículo 38 de la ley 2080 de 2021; procede a: 

 
Correr TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES, por el término de TRES (3)
DIAS, de conformidad con el artículo 110 del C.G.P., este término empezará a correr
a partir del segundo día hábil de esta fijación. 
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contenida en el mismo será verificada por el área encargada. 
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TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Bogotá, D.C., abril 06 de 2021    

 

 
EXPEDIENTE : 25000234200020180274800 

DEMANDANTE : GELBER ALEXANDER PIRABAN 

RODRIGUEZ 

DEMANDADO : RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR 

DE LA JUDICACTURA - DIRECCION 

EJECUTIVA ADMINISTRACION JUDICIAL 

 

MAGISTRADO : CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA  

 

 

La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso 

de las facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 

1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la ley 2080 de 2021; 

procede a: 

 

Correr TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES, por el término de 

TRES (3) DIAS, de conformidad con el artículo 110 del C.G.P., este 

término empezará a correr a partir del segundo día hábil de esta fijación. 

 

 
 



 
 

Consejo Superior de la Judicatura 

 Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
 
DEAJALO20-10506 
  
Bogotá D.C., miércoles, 22 de diciembre de 2020 
 
Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCION SEGUNDA - SALA TRANSITORIA 
Bogotá - Cundinamarca 
 
 
Asunto: Poder al doctor (a): ANGELICA PAOLA AREVALO CORONEL 

Proceso No.   250002342000201802748-00 
Acción:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
Demandante:  GELBER ALEXANDER PIRABAN RODRIGUEZ 
Demandado: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Bogotá 
D. C., identificada con cédula de ciudadanía No. 33.368.171 de Tunja, Directora Administrativa 
de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, en ejercicio de la función de representación judicial y extrajudicial que 
me fue delegada por el Director Ejecutivo de Administración Judicial mediante Resolución No. 
5393 de 16 de agosto de 2017, confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor(a) 
ANGELICA PAOLA AREVALO CORONEL abogado(a) de la División de Procesos de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, con cédula de ciudadanía No. 1.018.406.144 y 
Tarjeta Profesional No. 192.088, para que asuma la representación y defensa de la Nación – 
Rama Judicial, en el proceso de la referencia.    
 
El (la) apoderado(a) queda facultado(a) para conciliar, desistir, sustituir, en todas las etapas 
administrativas y judiciales, así como realizar todo cuanto sea necesario para cumplir 
debidamente este mandato, exceptuando únicamente la facultad de recibir. 
 
Sírvase reconocerle personería. 
 
 
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE 
C. C. No. 33.368.171 de Tunja 
Directora Administrativa División de Procesos 
 

Acepto: 
                                           
       

ANGELICA PAOLA AREVALO CORONEL 
C.C.1.018.406.144 de Bogotá 

      T.P. No. 192.088 del C.S. de la J.  
aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

  
Iniciales de quien elabora: DCRM 
 

 

 

Calle 72 No. 7 - 96   Conmutador – 3127011      www.ramajudicial.gov.co  

 

SC5780-4 



Firmado Por: 
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DIRECTOR ADMINISTRATIVO DEAJ 
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DE BOGOTA D.C.,        
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Consejo Superior de-la Judicatura 
Dirección Éjecutiva de Administración Judicial

Repubirca de Colombia

l

5393 tfi A60.2O17RESOLUCIÓN No

“Por ¡a cual se delega la función de representación judicial y extrajudicial de fa Ñación
Rama Judicial”

EL DIRECTOR EJECUTIVO DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL (E)

En ejercicio .de sus atribuciones legales, reglamentarias y estatutarias, especialmente las 
conferidas por los artículos 209 dé la Constitución Ppíítica, él artículo B° al 12 de ¡a Ley 
489 .de 1998 y el numeral 8 del artículo 99 de la Ley ;270 de 1996, y

CONSIDERANDO

1, Qué el artículo 209 de la Constitución Política: dispuso que la función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y s;e desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía; celeridad, imparcialidad y 
publicidad, a través, entre otros, de la delegación de funciones.

.2. En virtud del Art. 9 de la Ley 489 de. T998, los representantes legales de entidades 
públicas que poseen estructura independiente y autonomía administrativa, podrán 
delegar !a atención y decisión de los asuntos a ellos conferidos por la ley, en los 
empleados públicos del nivel directivo o asesorvinculados al organismo. j

3. Que el numeral 8o del artículo 99 de la Ley 270 de 1.996,. Estatutaria de Administración 
de Justicia* asignó af Director Ejecutivo de Administración Judicial: la. función de 
representación judicial de ia Nación - Rama Judicial, para ío cual podrá constituir 
apoderados especiaíes. Función que se ratifica en los artículos 149 del Código 
Contencioso Administrativo y 159 del. Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. ,

4. Que, a su vez, el numeral 7o del artículo 103 de. la Ley 270 de 1996, Estatutaria de
Administración de Justicia, asignó a ios Directores Seccionales dé Administración 
Judicial ía función de representación judicial dé la Nación - Rama Judicial, én su 
ámbito territorial, para lo cual podrán constituir apoderados especiales. |

5. Que por lo anterior, el Director Ejecutivo: de Administración Judicial ejerce la función 
en mención en el ámbito territorial de Bogotá^ Cundinamafca y Amazonas,

6. Que en aras de privilegiar ios principios de la función pública de eficacia, economía y 
celeridad, se hace necesario delegar la función de representación judicial y 
extrajudicial dentro de los procesos judiciales y extrajudiciales en que. sea parte la 
Nación - Rama Judicial, que corresponde af Director Ejecutivo de Administración 
Judicial, citada en el numerai anterior.

En mérito de lo expuesto, el Director Ejecutivo dé Administración Judicial.
/
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53?3 “Por la cual seHoja Np.2 de la Resolución No? 
delega la función de representación judicial y extrajudicial de la Nación - Rama Judicial"

de

!■

RESUELVE

ARTÍCULO; PRIMERO.- Delegar en el (la) D¡rector(a) Admin¡strat¡vo(a) de .la División de 
Procesos de ia Unidad de Asistencia Legal dé la Dirección Ejecutiva de^ Administración 
Judicial la función de representación judicial y extrajudicial de la Nación - Rama Judicial 
ante las autoridades dé la Rama Judicial y la Procuraduría General déla Nación, en los 
procesos o procedimientos en los cuales la Nación - Rama Judicial intervenga como parte 
o tercero, que :se adelanten én la. ciudad.:de Bogotá y en los departamentos, de 
Cundinamarca y Amazonas, facultad que se extiende a toda . clase de actuaciones y 
diligencias que se presenten1 ante dichas autoridades.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Para el ejercicio de la función delegada, el (la) funcionario (a) 
delegado (a) deberá conferir poderes a los abogados de. la División de Procesos de la 
Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de. Administración Judicial, con; el fin 
de que ejerzan la defensa de los. intereses de la Nación ^ Rama Judicial en el ámbito 
territorial mencionado en el numeral anterior, con las facultades previstas en él artículo 77 
de Código General del Proceso, inclusive la de conciliar en los precisos términos fijados 
por el Comité Nacional de Defensa Judicial y Conciliación de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, pero no tendrán la facultad de recibir.

ARTÍCULO TERCERO.- Salvo lo dispuesto en .el numeral anterior, la disposición de los 
derechos litigiosos de la-Nación — Rama Judicial queda prohibida, sin la autorización 
previa, escrita y :expresa daf Director Ejecutivo dé Administración Judicial.

i

ARTÍCULO CUARTO.- La j¡>reser(t^resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 
Dada en Bogotá D.G,, él
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Rama JudicialRama judicial
Consejo Superior de u judicatura Consejo Superior de la Judicatura

Dirección Ejecutiva de Administración JudicialRepública de Colombia

03 H0V.?0137 361RESOLUCIÓN NO. t

Por medio de la cual se hace un nombramiento en propiedad.

ir'.V
-L EL DIRECTOR-EJECUTJVOi DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL (E):

En'éjercicio de'sus facultades légálés'eStatutarias','especialmente las-conferidas en 
el artículo 99 de ¡a^Ley 270 de 1996 y de'conformidad con él Acuerdo N0.PSAAI6- ¡ 

10595 de 2016 proferido por la H. Sala Administrativa-'

- "R E-S-U’E L V E

ARTICULO PRIMERO.- Nombrar en propiedad a la doctora BELSY YOHANA ! 
PUENTES DUARTE, identificada con la cédula dé ciudadanía No.33;368.171, en el 
cargo de Director Administrativo de la Unidad.de Asistencia Legal de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial.

ARTICULO SEGUNDO- La presente Resolución rige a partir de la fecha de su 
expedición. ;■ i

COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
: Dada en Bogotá D.C., a /- 340V, 2016

s
QUE HUERTA!PABLO1 ,*

i
) l '

Elaboró: LigíaCG
Revisó: RH/Judith Morante García
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ACTA DE POSESIÓN

En la ciudad de Bogotá, D. C., a los 30 días del mes de noviembre de 2016, 
se presentó al Despacho de la Directora Ejecutiva de Administración Judicial 
ia doctora BELSY YOHANA PUENTES: DUARTE, identificada con la cédula 

- de ciudadanía No.33.368:.171,:con>el fin de;tomar.posesión del cargo ;á| cual 
fue nombrada, ení' propiedad,; de Director Administrativo de la Unidad de 
Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Prestó 
el juramento de rigor ordenado por la Constitución y la Ley.

Con efectos fiscales a partir del 1o de;diciembre de 2016.

; ir*

LA DIRECTORA EJECUTIVA ‘ l

.?
s

CELINEA ORÓSTEGUI DE

X

LA POSESIONADA

N/?/
s

E ÍENTHS DUARTE



Consejo Superior de la Judicatura 
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DEAJALO21-440  
Bogotá D. C., 2 de febrero de 2021 

 
Magistrado 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
Sección Segunda, Subsección C 

rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

abogados@rinconperez.com 
Ciudad  
  
Referencia:     Expediente: 25000234200020180274800 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: GELBER ALEXANDER PIRABAN RODRIGUEZ 
Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE  
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 
 
ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, mayor de edad, identificado civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi firma, en mi condición de apoderada de la 
NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el proceso de la referencia, de conformidad con el poder 
conferido por la Directora de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de 
la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, quien tiene delegada la función de 
representación judicial y extrajudicial de la entidad, la cual fue otorgada mediante 
Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de manera respetuosa me permito 
presentar, dentro del término legal establecido, CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, bajo 
los argumentos que se pasan a exponer: 
  

I. A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 
solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 
excepciones que de conformidad con el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A. 
resultaren probadas. 
 

II. A LOS HECHOS 
 
En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 
cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial que son objeto de 
controversia en el presente asunto, así como los extremos temporales que se encuentren 
debidamente soportados documentalmente.  
 
Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 
administrativa, la expedición del acto que hoy emerge como acusado. 
 
Por lo demás, es pertinente advertir al Despacho que se tratan de enunciaciones normativas 
y apreciaciones subjetivas de la apoderada de la parte actora. 
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III. RAZONES DE LA DEFENSA 
 
1. DE LA PRIMA ESPECIAL DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY 4 DE 1992, COMO 
EMOLUMENTO SIN CARÁCTER SALARIAL 
 
Establece el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos 
y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la 
fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución 

Política”, que: 
 

“El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni superior al 60% del salario 
básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público 
delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados 
y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal 
Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, 
con efectos a partir del primero (1o.) de enero de 1993. 
 
Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los delegados 
departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los Registradores del Distrito 
Capital y los niveles Directivo y Asesor de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración de 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación o reclasificación 
atendiendo criterios de equidad”. (Negrilla fuera de texto). 

El 2 de septiembre de 2019, dentro del expediente radicado No. 2016-00041-02, el H. 

Consejo de Estado, Sala Plena de Conjueces de la Sección Segunda, dictó Sentencia de 

Unificación SUJ-016-CE-S2-2019, en la que, al considerar que en aplicación de los decretos 

anuales de salario, la administración equivocadamente tuvo al 30% del salario como la 

prima especial sin carácter salarial prevista en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 y, por 

tanto, liquidó prestaciones sociales y emolumentos laborales sobre el 70% de la 

remuneración, fijó las siguientes reglas jurisprudenciales:  

1. La prima especial de servicios es un incremento del salario básico y/o asignación básica de 
los servidores públicos beneficiarios de esta. En consecuencia, los beneficiarios tienen 
derecho, en los términos de esta sentencia, al reconocimiento y pago de las diferencias que 
por concepto de la prima resulten a su favor. La prima especial sólo constituye factor salarial  
para efectos de pensión de jubilación.  
 

2. Todos los beneficiarios de la prima especial de servicios a que se refiere el artículo 14 de la 
Ley 4 de 1992 como funcionarios de la Rama Judicial, Fiscalía,  Procuraduría entre otros  
tienen derecho a la prima especial de servicios como un incremento del salario básico y/o 
asignación básica, sin que en ningún caso supere el porcentaje máximo fijado por el Gobierno 
Nacional, atendiendo el cargo correspondiente.  
 

3. Los funcionarios beneficiarios de la prima especial de servicios a que se refiere el artículo 14 
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de la Ley 4 de 1992 (de la Rama Judicial o de la Fiscalía General de la Nación) tienen derecho 
a la reliquidación de las prestaciones sociales sobre el 100% de su salario básico y/o 
asignación básica, es decir, con la inclusión del 30% que había sido excluido a título de prima 
especial.  
 

4. Los demás beneficiarios de la prima especial de servicios que no estén sometidos al límite del 
80%, en ningún caso su remuneración podrá superar el porcentaje máximo fijado por el 
Gobierno Nacional. 
 

5. Para la contabilización de la prescripción del derecho a reclamar la prima especial de servicios, 
se tendrá en cuenta en cada caso, la fecha  de presentación de la reclamación administrativa 
y a partir de allí se reconocerá hasta tres años atrás, nunca más atrás, de conformidad con el 
Decreto 3135 de 1998 y 1848 de 1969. 
 

6. La bonificación por compensación para magistrados y cargos equivalentes no podrá superar 
en ningún caso el 80% de lo que por todo concepto devenguen anualmente los Magistrados 
de Alta Corte, que es igual a lo que por todo concepto reciben los congresistas, incluido el 
auxilio de cesantías, Ese 80% es un piso y un techo. (…)  
 
Así mismo se advierte a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta 
providencia en relación con los temas objeto de unificación, constituyen precedente y tendrán 
aplicación en las decisiones judiciales que se profieran a partir de la fecha”. 
  

En Auto de aclaración de la citada Sentencia de Unificación, de fecha 7 de octubre de 2019, 
se advirtió:  

 
“Sobre el particular, debe precisar la Sala que, tal como quedó señalado en la decisión de 
unificación, ya no existe un tope porcentual para los ingresos anuales de los jueces de la 
república – como lo establecía el Decreto 1251 de 2009; no obstante, y con el fin de generar 
toda claridad posible frente al tópico, sólo debe esclarecerse al respecto que el límite aplicable 
y al que se refiere la sentencia de unificación es, justamente, aquel que fije el Gobierno 
Nacional anualmente en los decretos salariales que expide, teniendo en cuenta que la prima 
especial  de servicios es el 30% adicional a dicho valor y que, además, deberán tenerse en 
cuenta los demás emolumentos salariales a que legalmente tenga derecho el funcionario”.    

 

Así, conforme a la sentencia de unificación de 2 de septiembre de 2019, los jueces de la 

República tienen derecho al reconocimiento y pago de: i) las diferencias causadas por 

concepto de reliquidación de prestaciones sociales y laborales con la base en el 100% del 

salario básico mensual; y, ii)  el 30% adicional, calculado sobre el 100% del salario básico, 

por concepto de prima especial del artículo 14 Ley 4ª de 1992, sin carácter salarial. 

 
2. Del carácter salarial de la Bonificación por Actividad Judicial – Decreto 3131 de 
2005 
 
Con base en las facultades conferidas por la Ley marco de salarios “Ley 4ª de 1992”, el 
Gobierno Nacional expidió el Decreto 3131 del 08 de septiembre de 2005, mediante el cual 
creó una BONIFICACIÓN DE ACTIVIDAD JUDICIAL,  en los siguientes términos: 
 

“Artículo 1°.  Modificado por el art. 1, Decreto Nacional 3382 de 2005. A partir del 30 de junio 
de 2005, créase una bonificación de actividad judicial, sin carácter salarial, que se pagará 
semestralmente el 30 de junio y 30 de diciembre de cada año, como un reconocimiento 
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económico al buen desempeño de los funcionarios que ejerzan en propiedad los siguientes 
empleos: (…) Juez Municipal, Juez del Circuito, Juez Penal del Circuito Especializado (…) 
 
Artículo 2°. La bonificación de actividad judicial de que trata el presente decreto no constituye 
factor salarial ni prestacional y no se tendrá en cuenta para determinar elementos salariales o 
prestaciones sociales. 
 
Artículo 3°.  Modificado por el art. 1, Decreto Nacional 2435 de 2006. Tendrán derecho al 
reconocimiento y pago de la bonificación de actividad judicial los funcionarios de que trata el 
artículo 1° del presente decreto, siempre que cumplan con el ciento por ciento (100%) de las 
metas de calidad y eficiencia que para tal efecto, en forma semestral se establezcan por la 
respectiva autoridad. 
 
Parágrafo. Para el reconocimiento de la bonificación de actividad judicial el 30 de junio de 
2005, no se exigirá la calificación a que se refiere este artículo, y su pago se efectuará a más 
tardar el 30 de septiembre del presente año. 
 
Artículo 4°.  Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 3382 de 2005. Las entidades 
nominadoras respectivas determinarán el procedimiento, los criterios de calidad y eficiencia, 
así como las metas semestrales a alcanzar. 
 
Artículo 5°.  Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 2435 de 2006. El disfrute de la 
bonificación de actividad judicial se perderá por retiro del cargo del funcionario, por imposición 
de sanción disciplinaria en el ejercicio de las funciones, por el no cumplimiento del ciento por 
ciento (100%) de las metas de calidad y eficiencia. 
Igualmente, se perderá el disfrute de la bonificación de actividad judicial por uso de licencia 
no remunerada superior a dos meses, continuos o discontinuos, dentro del respectivo 
semestre. 
 
Parágrafo. La pérdida del disfrute de la bonificación de actividad judicial operará en forma 
automática, una vez se encuentre en firme el acto de retiro del servicio, el de imposición de la 
sanción o de concesión de licencia. 
 
Artículo 6°. La asignación de la bonificación de actividad judicial se liquidará de oficio para 
cada semestre por la respectiva autoridad nominadora, previa verificación de las condiciones 
establecidas en el presente decreto. 
 
Artículo 7°.  Modificado por el art. 3, Decreto Nacional 3382 de 2005. Cuando el funcionario 
no hubiere desempeñado el cargo durante el semestre completo o cuando haya hecho uso de 
licencia no remunerada por tiempo continuo o discontinuo no superior a dos meses dentro del 
mismo semestre, habrá lugar al reconocimiento y pago de la bonificación de actividad judicial 
en forma proporcional a los días laborados….” 

 
Por su parte, el Decreto 3382 del 23 de septiembre de 2005, modificó el Decreto 3131 de 
2005, en cuanto se refiere a eliminar la restricción prevista de otorgar su derecho sólo a los 
funcionarios de carrera y a trasladar la competencia a la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura para establecer los criterios para evaluar a los jueces de 
calificación de la calidad y la eficiencia, además de establecer en su artículo tercero que 
cuando el funcionario no hubiere desempeñado el cargo durante el semestre completo 
habrá lugar al reconocimiento y pago de la bonificación de actividad judicial en forma 
proporcional a los días laborados, siempre y cuando haya prestado el servicio, en los 
empleos señalados en el artículo 1° del Decreto 3131 de 2005, mínimo cuatro meses en el 
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respectivo semestre y se haya dado cumplimiento al artículo 3° del decreto 3131 de 2005 
que previa el cumplimiento de las metas, pero dejo incólume la prescripción referida a que 
este concepto no constituye factor de salario.  
 
Esta Bonificación, con el Decreto 2435 del 18 de julio de 2006 se modificó, eliminando la 
exigencia del cumplimiento de estadísticas y metas por parte del funcionario como requisito 
previo a su reconocimiento, dejando consagrado que la Bonificación por Actividad Judicial 
se perderá por retiro del cargo del funcionario, por imposición de sanción disciplinaria en el 
ejercicio de las funciones, así como por el disfrute de la bonificación de actividad judicial 
por uso de licencia no remunerada superior a dos meses, continuos o discontinuos, dentro 
del respectivo semestre, consignando además que la pérdida del disfrute de la bonificación 
de actividad judicial operará en forma automática, una vez se encuentre en firme el acto de 
retiro del servicio, el de imposición de la sanción o de concesión de licencia, pero al igual 
que el decreto anterior, no se refirió en modo alguno a modificar la prescripción del no 
carácter salarial y por ende mantuvo vigente la prescripción referida a que este concepto 
no constituye factor de salario.  
 
Ahora bien, sobre el carácter salarial de la bonificación por actividad judicial se pronunció 
el Consejo de Estado, mediante sentencia proferida el 19 de junio de 2008, Radicación 
número: 11001-03-25-000-2006-00043-00(0867-06), Actor: PABLO J. CACERES 
CORRALES, Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, en la que ratificó el 
carácter NO SALARIAL de dicho concepto al manifestar: 
 

“…Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas acusadas, al señalar que la 
bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron 
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en la 
demanda. 
 
Ahora bien, según el demandante la bonificación por actividad judicial es, a la luz de lo 
normado por los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, un componente de la 
remuneración que tiene todas las características esenciales del salario, por lo que no le es 
permitido a la Administración suprimirle el carácter salarial. 
 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el actor, la 
bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el salario, es decir se 
trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un principio, sin carácter 
salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una desmejora del mismo, y no puede 
concebirse que una disposición que tiene como finalidad mejorar las condiciones económicas 
de un trabajador pueda lesionar y desmejorar el  derecho al trabajo…”. (Subrayas y negrillas 
fuera de texto). 

 
A su vez, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 3900 de 07 de octubre de 2008, “Por el 
cual se modifica la bonificación de actividad judicial”, en el que señaló: 
 

“ARTÍCULO 1°. A partir del 1° de enero de 2009, la bonificación de actividad judicial creada 
mediante Decreto 3131 de 2005, modificada por el Decreto 3382 de 2005 y ajustada mediante 
Decretos 403 de 2006, 632 de 2007 y 671 de 2008 para jueces, fiscales y procuradores 
judiciales 1, constituirá factor para efectos de determinar el ingreso base de cotización del 
Sistema General de Pensiones, y de acuerdo con la Ley 797 de 2003, para cotización al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
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ARTÍCULO 2°. El presente Decreto deroga a partir del 1° de enero de 2009 el artículo 2° del 
Decreto 3131 de 2005 y demás disposiciones que le sean contrarias.” (Subrayas propias). 

 
Corolario de la normatividad y jurisprudencia antes citadas se tiene, que por expreso 
mandato legal, la Bonificación de Actividad Judicial, establecida por el Gobierno Nacional 
para jueces y fiscales, constituye factor salarial para efectos de determinar el ingreso base 
de la cotización al Sistema General de Pensiones y para establecer el monto de la 
cotización al Sistema General de Seguridad Social en Salud de dichos servidores, y sólo a 
partir del 1 de enero de 2009,  más no para liquidar sus prestaciones sociales como lo 
pretenden los convocantes. 
 
Por lo expuesto en precedencia y apegado al principio de legalidad, se considera que no 
es viable acceder a esta pretensión, atendiendo a lo establecido en los preceptos 
consignados en la norma que creó la BONIFICACIÓN DE ACTIVIDAD JUDICIAL, y en los 
que posteriormente la modificaron, disposiciones en las que expresamente, como ya se 
explicó, se ordenó que a partir del 1º de enero de 2009, la mencionada bonificación 
constituye factor salarial, pero únicamente para efectos de determinar el ingreso base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y para establecer el monto de la cotización al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, de los servidores beneficiarios de dicho 
derecho, más no para la liquidación de sus prestaciones sociales, razón por la que es 
posible afirmar con total seguridad, que la Dirección Seccional de la Rama Judicial, como 
agente del Estado y custodio del principio de legalidad, ha aplicado correctamente el 
contenido de la norma y ha reconocido y pagado las prestaciones sociales a los Jueces de 
la República, entre ellos al aquí convocante, sin incluir en la liquidación de las mismas la 
doceava parte de dicha Bonificación, en total acatamiento al tenor literal de la normatividad 
citada en párrafos anteriores.  
  
Por todo lo planteado en precedencia es inviable que la Administración pueda acceder a 
las pretensiones formuladas por los CONVOCANTES, toda vez que su actuación debe 
ajustarse al  mandato expreso de la legislación aplicable en cada vigencia y de no hacerlo 
se derivarían dos situaciones de suma trascendencia que implicarían además desacatar el 
ordenamiento legal vigente: la primera, que se estaría modificando un régimen salarial 
claramente definido y establecido en la Ley, facultad que no le compete a esta Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial ni a sus Direcciones Seccionales, y la segunda, que el 
porcentaje máximo de ingresos fijados por el legislador para el cargo ejercido por el 
peticionario como Juez, en relación a la remuneración de los Magistrados de la Altas Cortes, 
sería notoriamente sobrepasado y como  consecuencia  dejaría de ser el legalmente 
previsto por el legislador (Decreto 1251 de 2009).  
 
Así las cosas, y teniendo en cuenta la filosofía del legislador al expedir los Decretos anuales 
en los que se fija el régimen salarial y prestacional de los servidores de la Rama Judicial, 
es posible concluir sin lugar a dudas, que la administración judicial ha cancelado 
remuneración y prestaciones sociales a los convocantes como corresponde, por lo que los 
actos administrativos cuestionados se encuentran conforme a derecho, y los decretos de 
esas vigencias, 2012, 2013 y 2014 no han sido objeto de manifestación alguna por la 
jurisdicción contenciosa, estas se aplicaron por estar vigentes, dado que no han sido 
declaradas nulas a la fecha ,razón por la que la pretensión formulada por los servidores 
judiciales petentes no está llamada a prosperar. 
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IV. EXCEPCIONES 

 

1. IMPOSIBILIDAD PRESUPUESTAL DE RECONOCER LOS DERECHOS 
RECLAMADOS POR EL ACTOR AL ENCONTRARSE EN SERVICIO ACTIVO – PRIMA 
ESPECIAL 30% ARÍCULO 14 DE LA LEY 4 DE 1992 
 
En acatamiento de la sentencia de unificación de 2 de septiembre de 2019, dictada por el 
Consejo de Estado dentro del expediente No. 41001-23-33-000-2016-00041-02 (2204-
2018), el Comité Nacional de Defensa Judicial y Conciliación de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial en sesión del Comité No. 24 de 8 de octubre de 2019, aprobó 
conciliar en los casos en que se reclame la reliquidación de prestaciones sociales sobre el 
100% del salario y el reconocimiento de la prima especial del 30% adicional sin carácter 
salarial, regulada en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, ÚNICAMENTE con Jueces de la 
República retirados o que reclamen un periodo fijo, pues para ellos se reconoce un 
retroactivo fijo que por provenir de conciliación aprobada por el Juez de lo Contencioso 
Administrativo, se paga por el rubro de sentencias y conciliaciones. 
 
Ahora, en el caso de los Jueces de la República que se encuentran en servicio activo, ya 
sea desempeñando el cargo o que estén en una situación administrativa de licencia no 
remunerada, no es posible presentar fórmula conciliatoria, toda vez que existe una 
imposibilidad presupuestal de reconocer los mencionados derechos, debido a que, además 
de pagar el retroactivo (que puede ir por el rubro de sentencias y conciliaciones), debe 
pagarse a cada beneficiario el mayor valor que se generaría mensualmente en su nómina, 
lo cual se efectúa por el rubro de gastos de personal, pero en este rubro no se han 
asignado por parte del Ministerio Hacienda los recursos que permitan cubrir el 
reconocimiento de dichas acreencias laborales adicionales a todos los funcionarios 
judiciales en servicio activo de manera inmediata. 
 
Lo anterior, considerando que llegar a conciliar dichos derechos implicaría ir en contravía 
de la prohibición contenida en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del 
artículo 86 de la Ley 38 de 1989, y en el artículo 2.8.3.2.1. del Decreto 1068 de 20152, el 
cual establece: 
 

“ARTÍCULO   71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones 
presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la 
existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos. 
 
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los 
recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá 
indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación 
es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos. 
 
En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por 

                                                           
1 Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el Estatuto 

Orgánico del Presupuesto. 
2 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público. 
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quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con 
cargo a los recursos del crédito autorizados. 
 
Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el 
presupuesto general de la Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será 
requisito esencial y previo la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido 
por la dirección general del presupuesto nacional en que se garantice la posibilidad de atender 
estas modificaciones. 
 
Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará 
responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (L. 
38/89, art. 86; L. 179/94, art. 49).” (Se destaca) 

 
Así las cosas, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de 
gastos sobre apropiaciones inexistentes, es decir, no se pueden asumir obligaciones que 
no cuenten con una disponibilidad presupuestal y teniendo en cuenta que a la fecha el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público no ha asignado recursos de presupuesto en el 
rubro de gastos de personal - nómina para cancelar los mayores valores que se 
generarían en las asignaciones mensuales de los funcionarios judiciales por 
reconocimientos y conciliaciones relacionadas con reliquidación de las prestaciones 
sociales con el 100% de la asignación básica más la prima especial adicional del 30%, sin 
carácter salarial, derivados de la sentencia de unificación mencionada, se reitera, que no 
se pueden presentar fórmulas conciliatorias con los Jueces de la República que se 
encuentren en servicio activo. 
 
Finalmente, resulta necesario indicar que mediante Oficio DEAJ019-1361 de 27 de 
noviembre de 2019, reiterado en oficio No. DEAJ020-127 de 6 de febrero de 2020, el 
Director Ejecutivo de Administración Judicial solicitó a la Directora del Presupuesto Público 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la asignación de los 
correspondientes recursos de presupuesto, con el fin de dar cumplimiento a la sentencia de 
unificación SUJ-016-CE-S2-2019, y poder empezar a pagar por nómina y a reconocer y 
conciliar con todos los servidores judiciales demandantes los derechos que se derivan de 
dicho fallo. Por lo tanto, la entidad se encuentra a la espera de la asignación de los recursos 
que se requieren por parte de esa cartera ministerial. 
 
Sumado a lo anterior, como es ampliamente conocido, la reglamentación de los salarios de 
los servidores públicos cobijados por la Ley 4 de 1992 –acogidos al Decreto 57 de 1993-, 
se actualiza anualmente, de manera que el Gobierno Nacional expide año tras año un nuevo 
decreto que señala los porcentajes y escalas salariales que regirán durante su vigencia. 
 
En otras palabras, es el mismo Gobierno Nacional quien ciñe a la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, como ordenador del gasto y conforme el principio de legalidad, la 
manera correcta en que debe reconocer salarios, primas y/o bonificaciones, dando estricto 
cumplimiento a la afectación presupuestal del recurso público. 
 
Frente a la prima especial de servicios consagrada en el artículo 14 de la ley 4ª de 1992,  en 
cuanto constituye una prestación periódica, la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial – Direcciones Seccionales de Administración, no tiene competencia para crear 
salarios y prestaciones, sino que simplemente ejecuta o cumple los decretos anuales 
salariales y prestacionales dictados por el Gobierno Nacional, por lo tanto, se debe contar 
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con el decreto en el que, en acatamiento de la sentencia de unificación, el Gobierno cree la 
prima especial adicional, sin carácter salarial, ordenada en el artículo 14 de la Ley 4 de 
1992, lo cual también fue solicitado por el señor Director Ejecutivo. 
 
2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO 

 

El Artículo 61 del C.G.P. determina:  

 
“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse sobre 
relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de 
resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas 
que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse 
por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, 
ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y 
con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. 
 
En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de 
las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de 
primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 
  
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre ellas 
y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 
 
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin embargo, 
los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 
 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá pedirse 
su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.” 

 

Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 
conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la Constitución 
Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública 
y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la 
Nación, los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de 
las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, 
entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los derechos adquiridos tanto 
del régimen general, como de los especiales; La sujeción al marco general de la política 
macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos público y su disponibilidad; El 
nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las 
calidades exigidas para su desempeño.   
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 
los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 
exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución 
y la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 
funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 
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Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 
administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, de 
acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos de 
salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual en 
cada tabla de salarios.  
 
Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los decretos 
anuales de salario que regularon la Prima especial del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, 
para los jueces del régimen de los ACOGIDOS, y que de plano el Conjuez podría negar la 
vinculación de los llamados a conformar el extremo pasivo, debido a que los actos sobre 
los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por Directores Seccionales 
de Administración Judicial y del Director Ejecutivo de Administración Judicial, se debe tener 
en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama Judicial de reconocer los derechos 
ahora reclamados, pues debe considerarse que, como se explicó anteriormente, ninguna 
autoridad podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gastos sobre 
apropiaciones inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones 
de la demanda si están vinculadas las entidades referidas, especialmente el Ministerio de 
Hacienda y crédito Público, de paso se daría la orden a dicha cartera para que se hiciera 
la apropiación a favor de la Rama Judicial y así pagar la condena correspondiente sin que 
a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos por la falta de pago debido a que dicho 
Ministerio no ha hecho el giro de los dineros a los que habría lugar a cancelar. 
 
Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de que especialmente el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público esté vinculado al presente asunto. 
 
Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 
CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 
representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 
HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por el 
doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director. 
 
3. PRESCRIPCIÓN. 
 
En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 
3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en 
este decreto prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya 
hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad 
competente sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero solo por un lapso igual.” 
 
Respecto a la aplicación de la prescripción de la prima especial del artículo 14 de la Ley 4 
de 1992, se precisó en la Sentencia de Unificación SUJ-016-CE-S2-2019 del 2 de 
septiembre de 2019: 

“ (…)  
Ahora en materia de acciones laborales ejercidas por empleados públicos y trabajadores 
oficiales, los artículos 41 y 102 de los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969, establecen: (i) 
que el término de prescripción es de tres (3) años, contados a partir de la exigibilidad del 
derecho alegado y; (ii) que la prescripción se interrumpe, por un lapso igual, con el simple 
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reclamo escrito del empleado o trabajador antes la autoridad encargada de reconocer el 
derecho. 
 
Lo anterior implica que la prescripción requiere, como elemento sine qua non, que el derecho 
sea exigible, puesto que a partir de que se causa dicha exigibilidad, inicia el conteo de los 3 
años con los que cuenta el empleado o trabajador para acudir ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, término que será interrumpido solo con la presentación de un 
reclamo escrito de derecho ante la autoridad encargada de reconocerlo.  
 
En atención a lo anterior, en cada caso en concreto se debe establecer: (i) el momento en el 
que el derecho se tornó exigible y (ii) el momento en que se interrumpió la prescripción, para, 
a partir de la última fecha (presentación del reclamo escrito), contar 3 años hacia atrás y 
reconocer como debido por pagar sólo los 3 años anteriores a la interrupción. (…)  
 
Es criterio de la Sala que, en el caso de la prima especial de servicios, la constitución del 
derecho ocurrió en el primero de los eventos antes señalados, es decir, su exigibilidad se 
predica desde el momento de la entrada en vigencia de la Ley 4 de 1992 que la creó y 
con la expedición del decreto que la reglamentó primigeniamente, esto es, el Decreto 
57 de 1993. (…)  
 
Por lo anterior, el hecho constitutivo del derecho a la prima especial que se reclama se hizo 
exigible con la entrada en vigor del decreto que reglamentó primigeniamente la Ley 4 de 1992, 
es decir, a partir del 7 de enero de 1993, fecha de entrada en vigencia del Decreto 57 de 1993. 
En consecuencia, desde el 7 de enero de 1993 los interesados podían haber interrumpido la 
prescripción trienal. Expresado en otras palabras, no fue con la ejecutoria de la sentencia del 
29 de abril de 2014 que surgió el derecho a interrumpir la prescripción, dada su naturaleza 
declarativa”.  

 
Y, en el numeral 5 de las reglas jurisprudenciales, precisó la sentencia de unificación en 
mención: “Para la contabilización de la prescripción del derecho a reclamar la prima 
especial de servicios, se tendrá en cuenta en cada caso, la fecha  de presentación de la 
reclamación administrativa y a partir de allí se reconocerá hasta tres años atrás, nunca más 
atrás, de conformidad con el Decreto 3135 de 1998 y 1848 de 1969” 
 
Por consiguiente, para el reconocimiento de la reliquidación de prestaciones y la prima 
especial adicional del artículo 14 de la Ley 4 de 1992, se debe aplicar la prescripción trienal, 
teniendo como fecha de exigibilidad del derecho, la de la vinculación al cargo de juez, 
prescripción que se interrumpe con la solicitud presentada ante la administración y hay lugar 
a reconocer los 3 últimos años anteriores a la petición.  
 
En principio y conforme lo establecido en la Sentencia de Unificación SUJ-016-CE-S2-2019, 
procedería el reconocimiento y pago de las diferencias salariales causadas por concepto 
de reliquidación de las prestaciones sociales y laborales de la parte actora con base en el 
100% de la asignación básica mensual, así como el reconocimiento del 30% adicional sobre 
el sueldo básico por concepto de prima especial del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992; sin 
embargo las diferencias salariales causadas con anterioridad al 6 DE OCTUBRE DE 2014, 
se encuentran afectadas por el fenómeno jurídico de la prescripción, teniendo en cuenta 
que la petición ante la administración -que dio origen a los actos administrativos sobre los 
cuales solicita la parte actora se ejerza control de legalidad- se radicó el 6 DE COTUBRE 
DE 2014. 
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4. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 
“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”. 
 

V. PRUEBAS 
 

Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 
considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 
administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 
petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de servicios 
de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 
nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 
de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 
de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  
  
Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 
dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 
por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 
oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 
considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  
 
Finalmente, me permito adjuntar las siguientes documentales para que obren dentro del 
proceso: 
 

a) Certificación laboral de la parte demandante actualizada.  
   

VI. NOTIFICACIONES 
  

1. Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, Calle 72 No.7-96, piso 8, Tel 5553939 Ext. 1078, celular 3163981547 e-mails: 
aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  
 

2. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA en la 
CARRERA 7 No. 6 – 54 de Bogotá, notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co  
  
3. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA, en la carrera 8 
No.  6 – 64 de Bogotá, notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co  
  
4. Al Litis consorcio necesario, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA, en la Carrera 6 # 12-62 en Bogotá, notificacionesjudiciales@mininterior.gov.co 

 
Del señor Juez, cordialmente,  
  
 
  
ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL 

C.C. 1.018.406.144 de Bogotá 

T.P. 192.088 del C. S. de la J.    
 



Que el Señor GELBER  ALEXANDER PIRABAN  RODRIGUEZ identificado con la
cédula de ciudadanía Número No. 80.017.359 registra Vinculación a la RAMA
JUDICIAL DEL PODER PUBLICO desde el 03 de julio de 2012 y ha desempeñado los
siguientes cargos :

CARGO
ESTADO

FUNCIONARIO
DESPACHO FECHA INI FECHA FIN

JUEZ MUNICIPAL 00 PROPIEDAD
JUZGADO 003 PROMISCUO MUNICIPAL

DE ARAUCA,GARANTIAS LEY 906 Y 600
03/07/2012 14/05/2014

AUXILIAR JUDICIAL I 00 PROVISIONALIDAD
DESPACHO 4 SALA PENAL TRIBUNAL

SUPERIOR DE TUNJA
23/04/2012 08/06/2012

JUEZ MUNICIPAL 00 PROPIEDAD

AAA JUZGADO 31 PENAL MUNICIPAL

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE

BOGOTA

15/05/2014 A la Fecha

JUEZ CIRCUITO 00
ENCARGO POR

INCAPACIDAD

AAA JUZGADO 31 PENAL MUNICIPAL

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE

BOGOTA

26/01/2018 16/02/2018

JUEZ CIRCUITO 00 PROVISIONALIDAD

AAA JUZGADO 31 PENAL MUNICIPAL

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE

BOGOTA

26/02/2018 25/06/2018



La presente constancia se expide en , 29/01/2021


